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La Administración Pública enfrenta  grandes desa-
fíos, para alcanzar una gestión eficaz, eficiente, 
ética y transparente; esta, no solo debe ser recepto-
ra de conocimiento, sino transmisora del conoci-
miento; que facilite al servidor público  habilida-
des y capacidades para el <debido ejercicio de su 
función>; actitudes, valores y virtudes para <saber 
convivir> con todos los allegados a la organización  
(a nivel interno y externo).   La ética pública,  jue-
ga un papel trascendental para el desarrollo institu-
cional; la clave para su desarrollo radica, en la ac-
titud y aptitud de cada uno de sus colaboradores.  
 
Es así, como la  gestión ética se constituye en la 
instrumentación de la función pública; propone  
nuevos enfoques para  su praxis, enfoques que pro-
yectan el ¿qué? y el ¿para qué?  de la denominada 
“Nueva Gestión Pública”.    En referencia a, países 
de la región  buscan mecanismos y estrategias para 
fortalecer la democracia y su institucionalidad con 
infraestructuras éticas  y herramientas tecnológicas 
transparentes que coadyuven al desarrollo de las 
políticas públicas del Estado para el beneficio del 
bien común de sus ciudadanos. 
 
Hoy por hoy, la Procuraduría de la Administra-
ción, da pasos firmes para fortalecer  la gestión 
ética y una cultura de buenas prácticas en las insti-
tuciones del Estado panameño; se consolidan  
alianzas estratégicas  entre 48 instituciones para 
poner en marcha un plan de acción, a través de la 
Red Interinstitucional de Ética Pública; acciones 
fundamentadas  en la base legal existente, entre las 
cuales resaltamos:   
 
 La Constitución Política de Panamá (1972), 

establece:  “los servidores públicos se regi-
rán por el sistema de méritos; y la estabilidad 
en sus cargos estará condicionada a su com-
petencia, lealtad y moralidad en el servi-
cio”. (Artículo 300) 

 
 La Ley N°6 de 22 de enero de  2002, que 

dicta normas para la Transparencia en la 

Gestión Pública; establece la acción de Há-
beas Data y dicta otras disposiciones.    

 
 El   Decreto Ejecutivo N° 246 del 15 de di-

ciembre e de 2004, por  el cual se dicta el 
Código Uniforme de Ética de los Servidores 
Públicos que laboran en las entidades del 
Gobierno Central de la República de Pana-
má.  

 
 La Ley N°42 de 1998, por la cual se aprueba 

la Convención Interamericana Contra la Co-
rrupción, suscrita en Caracas, Venezuela, el 
29 de marzo de 1996.  

 
 La Ley N°15 de 2005, por la cual se aprueba 

la Convención de las Naciones Unidas Con-
tra la Corrupción, adoptada en New York el 
31 de octubre de 2003.    

 
Por otra parte, se toman en consideración lo con-
templado en los objetivos del milenio, las propues-
tas Iberoamericanas -  Centro   Latinoamericano  
de  la  Administración para el Desarrollo (CLAD), 
las recomendaciones del Programa de las Naciones 
Unidad (PNUD) y de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), 
así como la agenda de políticas públicas del país,  
entre otras normas que contribuyen al desarrollo 
ético y transparente de la función pública.  
 
La Red Interinstitucional de Ética Pública  trabaja-
rá integralmente desde tres perspectivas:   
 

El primero,  a nivel de individuo,  permitiendo la 
introspección de nuestras propias actuaciones, de-
terminando así la valorización moral de sí mismo 
(persona); la segunda,  a nivel de la cultura organi-
zacional, conlleva determinar factores endógenos 
y exógenos que nacen y son inherentes a la  insti-
tución;  

PRÓLOGO  

Por:  Thaiska T.  Tuñón Solano  



 

por otro lado, asociar  la  actitud y aptitud de sus co-
laboradores con los lineamientos estratégicos institu-
cionales (misión, visión, valores) que subyacen  de 
su dimensión ética, 
proveyendo identi-
dad y sentido de 
pertinencia para el 
logro de los objeti-
vos y metas plan-
teadas; el tercero, a 
nivel del contexto 
social, enmarca el 
todo de su partici-
pación, como servi-
dor  público y ciu-
dadano; sus actua-
ciones al final repercuten a la sociedad en general, 
ya que, la dinámica social del contexto donde se 
desenvuelve el individuo, determina la viabilidad de 
su función al servicio de la ciudadanía. 
 

El plan de acción, establece lineamientos estratégi-
cos que orientan la conducta de los servidores públi-
cos;  consolidando y creando comités internos de 
integridad y ética publica, fortalecimiento de una 
cultura investigativa,  identidad y pertenencia insti-
tucional; promover continua y permanentemente la 
implementación del código uniforme de ética de los 
servidores públicos, la construcción del conocimien-
to a través, de mecanismos de formación que gene-
ren espacios de reflexión y socialización  para el 
aprendizaje significativo; fortalecer las normas o 
códigos de conductas internos, facilitar herramientas 
para el manejo de los conflictos que contribuyan al 
clima laboral.   A su vez, contempla una fase de pu-
blicidad y de marketing como instrumentos que per-
miten la divulgación de diversos contenidos; tal es el 
caso, de la divulgación del Horizonte Ético, herra-
mienta que contiene una serie de artículos, con miras 
a que el servidor público y el ciudadano en general, 
desarrollen sus capacidades cognitivas, a través de la 
lectura; concientizándolo para contrarrestar el cohe-
cho en cualquiera que sea su dimensión y no ser ig-
norante de la problemática. 
 

Esta herramienta de divulgación y construcción del 
conocimiento,  brindan una mirada para comprender 
parte de la  problemática latente; la cual se ha inten-
sificado en las últimas décadas, dejando huellas im-
borrables en la región.  En tal sentido, escritores na-
cionales e internacionales hacen sus aportes teóricos 
y constructivos al conocimiento,  documentando sus 
experiencia en la temática, que faculte el compromi-
so ético de todo el engranaje de la función pública.  

El horizonte ético, se divide en dos secciones, una 
primera fase denominada “reflexionando el conoci-
miento”, se desarrollan diversos ejes temáticos, los 
cuales se describen a continuación: El derecho y la 
ética pública, aspectos determinantes del siglo XXI - 
por: Mónica I. Castillo Arjona;  Códigos de ética 
pública en Chile: “Transversalidad en el servicio 
público” - por: Daniella Carrizo; Desafíos de la ges-
tión pública en el siglo XXI - por: Gregorio Monte-
ro; Toma de decisiones con fundamento en un lide-
razgo ético - por: Tomás Díaz, espacio donde se 
plasman las actividades realizadas por el Departa-
mento de Ética y Gestión Pública y las de acompa-
ñamiento de la Red Interinstitucional de Ética Públi-
ca.  Durante el primer trimestre del presente año, se 
han realizado un total de 11 acciones de capacita-
ción, beneficiando aproximadamente a 420 servido-
res públicos.  El Instituto Panameño de Habilitación 
Especial (IPHE), hace entrega a la Procuraduría de 
la Administración el Código Uniforme de Ética en 
formato Braille. 
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Constitución política de Panamá, (1972). 
Ley N°6 de 22 de enero de  2002. Que dicta normas  para la 
 Transparencia en la Gestión Pública 
Decreto Ejecutivo N° 246 del 15 de diciembre de 2004.   
 Que dicta el Código Uniforme de Ética de los Servi
 dores Públicos. 
Ley N°42 de 1998. Convención Interamericana Contra la       
 Corrupción 
Ley N°15 de 2005. Convención de las Naciones  Unidas 
 Contra la Corrupción. 
 

 

Página 4 



Página 5 

Cuando nos referimos a la ética del siglo XXI, de-
bemos ser conscientes que la misma ha dejado 
atrás el concepto absolutista, para dar paso a una 
idea mucho más relativa de lo que cada uno consi-
dera es lo ético. 
 
De esta forma hemos podido observar a medida 
que nuestras sociedades evolucionan, como se han 
vuelto más participativas, dejando atrás la Teoría 
del Conocimiento de Tomás de Aquino, para quien 
Dios era el centro de todas las cosas, tal cual lo 

demostró en las “Cinco Vías”  (Fuentes, 2015). Ya 
que esa libertad de pensamiento, que empezamos a 
construir a temprana edad a través del juicio críti-
co, solo nos abre la puerta hacia una sociedad 
“moralmente plural”, y por lo tanto, sería imposi-
ble siquiera imaginar una ética universal “reglada” 

tal como la concibió Kant (Begoña, 2017, p. 10).  
 
Sin embargo, aun cuando Kant percibía a la huma-
nidad como un fin en sí misma, consideración de 
especial relevancia hoy en día, lo cierto que su 
apego a la razón y a la universalización de los 
axiomas, ha ido quedando atrás como resultado de 
una impostergable consecuencia post- revolución 
tecnológica.  La era del conocimiento ha alimenta-
do de diversas formas nuestras creencias, y en esa 
misma línea de pensamiento, nos hemos dado 
cuenta que racionalmente nadie se encuentra en la 
posibilidad de determinar cuál posición está por 
encima de otra, y es así como grandes filósofos 

como Schopenhauer, parten de la introspección, ya 
que todo está sujeto a la Ley de Sucesión o de cau-
salidad. 
 
Como comprendemos la realidad y por ende, como 
la entendemos, nos permitirá construir un concepto 
moderno de Ética Pública, que se fundamente en 
“la participación y en la deliberación” por parte de 
aquellos a quien va dirigida.  Estos mecanismos 
constituyen la única garantía a fin que podamos 
desarrollar una verdadera ética aplicada a la fun-
ción pública, ya que no podemos obviar que los 
cargos públicos lo ejercen personas, y por lo tanto, 
la misma va encaminada hacia los actos humanos 
de aquellos que tienen la responsabilidad de alcan-

zar el interés público o social. (Begoña, 2017, p.10) 

Sin embargo, es aquí donde vemos como un hilo 
conductor imaginario nos lleva a analizar que así 
como la ética y la ética aplicada, han evolucionado 
en función a nuestros cambios sociales, tal cual 
como ha sucedido siempre, esa evolución de nues-
tro pensamiento, no puede dejar de lado el dere-
cho.  Ya que lo ético, desde un punto de vista más 
relativista, ha dejado sentado que no existe una 
posición razonablemente mejor que otra, sino que 
parte del respeto hacia los demás y a lo que esta 
representa, tal como lo desarrollo Schopenhauer, a 
través de su obra “Sobre la cuádruple raíz del prin-

cipio de razón suficiente” (Barreira, 2009, p. 50). 
Esto nos lleva simplemente a concluir, que nues-

EL DERECHO Y LA ÉTICA PÚBLICA, ASPECTOS DETERMINANTES DEL SIGLO XXI 

Por: Mónica I. Castillo Arjona  

Abogada y Mediadora, Doctoranda en Derecho y Ciencias Sociales, por la Universidad Na-
cional de Educación a Distancia (UNED) Madrid, España; posee una Maestría en Derecho 
Procesal y Estudios en Métodos Alternos de Solución de Conflictos, se desempeña como 
docente Universitaria desde el año 2003, en la Universidad Latina de Panamá. Secretaria 
General de la Procuraduría de la Administración. 

REFLEXIONANDO EL CONOCIMIENTO 
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tras normas deben ser adecuadas a la realidad so-
cial, ya que de otra forma no estarían llenando su 
propósito.  
 
Así vemos como la ética y el derecho tienen indu-
bitablemente una misma esencia humanista, ya que 
el ser humano, el individuo, se constituye en el 
centro de todo. Es así como advertimos que una 
buena gobernanza es aquella que pretende alcanzar 
el bien común, para lo cual a partir de allí se ha ido 
modernizando las instituciones de derecho público 
para dar respuesta a las necesidades de nuestra so-
ciedad. 

La Ética Pública, entendida como ética aplicada y 
el derecho, convergen en la búsqueda de garantizar 
una sociedad más tolerante, en la medida que quie-
nes tengan que administrar la cosa pública, entien-
dan su rol como una responsabilidad y que repre-
sente para ellos un honor, que los haga sentir como 
verdaderos elegidos en la búsqueda del bienestar 
común, entendido desde una visión filosófica per-
sonalista. 
 
Evidentemente, cuando nos referimos a ética y al 
derecho, en ningún momento podemos afirmar que 
son conceptos similares.  Pero lo cierto, es que una 
ética pública, permitirá que la norma jurídica sea 
aplicada no solo en su esencia sino en base a sus 
principios. 
 
Finalmente, y aunque parezca en contrasentido a lo 

expuesto hasta aquí, voy a referirme a la antropo-

logía y la epistemología  hobbesiana, ya que inde-

pendientemente que el mismo es un exponente del 

absolutismo político, lo cierto es que al momento 

de llevar a cabo su análisis sobre las relaciones hu-

manas, vemos que parte de la importancia de las 

relaciones sociales a partir del individuo y como 

estas influyen en la trilogía hombre, cuerpo políti-

co y ley, así llega a la conclusión clara que, “el in-

dividuo es el resultado de un proceso de interrela-

ción con los demás.  Ya que el individuo se va for-

mando a partir de las relaciones con otros, no debi-

do a una esencia natural; por esa razón advierte lo 

siguiente: “La única manera de elaborar proyectos 

políticos es conociendo a profundidad la cosa con 

la que se va a realizar ese proyecto político, porque 

si no se conoce la naturaleza humana no se puede 

proyectar políticamente una organización social 

sobre los hombres. Probablemente por esta razón, 

fracasan la mayoría de los proyectos políticos, 

pues no se ocupan de investigar la naturaleza hu-

mana a la cual van dirigidos” (Cisneros, 2011). 

 
Nuevamente, hoy en día, nos encontramos en el 
mismo punto, nuestra vida en sociedad debe ser 
construida en y para el ser humano, independiente-
mente, que sus gustos, sus necesidades, y realida-
des, no formen parte de la mayoría, se debe legis-
lar para todos, sin distinción de raza, nacimiento, 
discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas 
políticas.  Es decir, de una forma social y liberal.  
Tenemos que entender nuestra sociedad, como 
aquella llena de diversidades y de distintos pensa-
mientos.  Solo a partir de allí, podremos empezar a 
construir una convivencia pacífica y para beneficio 
de todos. 
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Chile es reconocido internacionalmente por su 
desarrollo a nivel regional en materias de probidad 
institucional y transparencia con la información 
pública. En efecto, en el año 2016 el Índice de  
Percepción  de  la  Corrupción (IPC) de Transpa-
rencia Internacional sitúa al país –junto con Uru-
guay- dentro de los dos con menor percepción de 
corrupción de América Latina. La medición co-
rresponde a 175 países considerando la opinión de 
los ciudadanos, diversos especialistas y colectivos 
consultados por diferentes organismos internacio-
nales.  
 
Conforme a ello, la sociedad chilena ha ido evolu-
cionando, y si bien el PNUD (2015) en su Informe 
de Desarrollo Humano, indica que “la mayoría de 
la población reconoce que vive mejor que hace 
diez años, también detecta que se sienten distantes 
de aquella imagen de un país que crece y avanza. 
Consultados sobre la idea de estar ad portas de al-
canzar como país el desarrollo, 66% declara senti-
mientos de indiferencia, molestia y desconfianza”.  
 
Coherentemente, la confianza ciudadana en las ins-
tituciones ha ido disminuyendo según lo indican 
las encuestas nacionales de opinión pública, exis-
tiendo – según las mediciones del PNUD (2015)- 
“deseos de cambios profundos, no solo entre quie-
nes poseen un bajo nivel de satisfacción con Chile, 
sino que además en el grupo que manifiesta la ma-
yor satisfacción con el país”. 
 

La creación del Servicio Civil y de la política pú-
blica del sistema de Alta Dirección Pública  el año 
2003 (Ley 19.882), y a poco más de una década de 
implementación, el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) califica en su medición 2011-
2013 el modelo de empleo público chileno basado 
en el mérito y la confianza de la autoridad compe-
tente, con el mayor Índice de Desarrollo del Servi-
cio Civil (IDSC) entre las 16 naciones de América 
Latina medidas, alcanzando los cinco mejores índi-
ces de eficiencia, mérito, consistencia estructural, 
y capacidades funcional e integradora. Adicional-
mente, en el mismo informe el organismo interna-
cional precisa que el impulso reformador que per-
mitió la creación del Servicio Civil, fue una res-
puesta a situaciones que implicaron riesgos políti-
cos para la institucionalidad democrática, y añade 
que para incrementar los incentivos políticos pro 
reforma se articularon políticas de la agenda gu-
bernamental relativas a la ética pública.  
 
En ese marco, el periodo 2015-2016, se caracteriza 
por considerar avances en materias de probidad y 
transparencia:  
 
 La “Agenda para la Transparencia y la Probidad 

en los Negocios y la Política”, conformada por 
14 medidas administrativas y 18 iniciativas le-
gislativas. Una de las medidas administrativas 
ha sido la creación de códigos de ética en todas 
las instituciones públicas. 

 

CÓDIGOS DE ÉTICA PÚBLICA EN CHILE “TRANSVERSALIDAD EN EL SERVICIO PÚBLICO” 

Por: Daniella Carrizo Santiago 

Chilena es Licenciada en Psicología por la Universidad de Tarapacá; Diplomada en Geren-
cia Social y Políticas Públicas—FLACSO, Diplomada en Coach Ontológico de la Escuela 
de Echeverría,  Diplomada en Probidad, Transparencia y Buen Gobierno de la Pontificia 
Universidad Católica de Chile. Fue Asesora de Equipo de Trabajo de Alta Dirección Pública 
del Servicio Civil de Chile;  Asesorara del Subdirector de Alta Dirección Pública del Servi-
cio Civil de Chile; Actualmente, Encargada de los Códigos de Ética Públicos de las Institu-
ciones del Estado de Chile. 

REFLEXIONANDO EL CONOCIMIENTO 
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 El proyecto “Autoevaluación Participativa y 
Representativa de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción”, que propone 
orientaciones y lineamientos generales de utili-
dad para los servicios públicos en la futura ela-
boración de sus códigos de ética.  (UNCAC, 
2013) 

 
 Se aprueba el proyecto de ley que perfecciona al 

Sistema de Alta Dirección Pública y fortalece a 
la Dirección Nacional del Servicio Civil (Ley 
20.995). Por primera vez se le otorgan atribu-
ciones al Servicio Civil para impartir criterios 
generales para la elaboración de códigos de éti-
ca sobre conducta funcionaria, y difundir y pro-
mover el cumplimiento de normas de probidad 
administrativa y transparencia. El Servicio Civil 
fue nombrado como institución coordinadora e 
implementadora de la ya citada octava medida 
administrativa presidencial, enmarcada en el 
contexto de la implementación en Chile de la 
“Convención contra la Corrupción de las Nacio-
nes Unidas” (UNCAC, 2003) 

 
 Se genera un instructivo presidencial  que orien-

ta  implementar códigos de ética en todas las 
instituciones públicas a nivel central (256 insti-
tuciones), teniendo como norte la total  ejecu-
ción el año 2016.  

 
En los últimos 20 años, Chile adaptó su normativa 
en materia de “probidad e integridad a través  de  
legislación de acuerdo con los mecanismos de se-
guimiento de la UNCAC sobre la protección de 
conflictos de interés y lobby, así como otras accio-
nes que atentan contra la imparcialidad y valores 
de la función pública” (CAP, 2015). 
 
Nuestro país incorpora entonces una nueva línea 
de trabajo basado en la protección del funcionario 
público y sus instituciones, reforzando la conducta 
ética funcionaria, como una dimensión que com-
plementa el ámbito normativo. 
 
Los códigos de ética construidos en una misma 
etapa para las instituciones públicas a nivel central 
es  un hito de gran relevancia democrática y  
“establece un marco de referencia respecto del ac-
tuar esperado, proporcionando un criterio claro y 
consensuado que permite a todos los funcionarios 
públicos adecuar su conducta hacia el buen ejerci-

cio de sus funciones” (SENCE, 2016, p.7). 
 
Nuestro país se encuentra en consonancia con la  
agenda internacional para la ética pública, desta-
cando la Resolución de la Convención de Naciones 
Unidas contra la Corrupción (UNCAC); y las reco-
mendaciones de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) que va-
loran los códigos de conducta funcionaria y esta-
blecen que requieren de un sistema de integridad 
que considere un proceso de acompañamiento para 
apoyar su implementación, así como de la partici-
pación de funcionarios/as y autoridades para la for-
mulación y desarrollo  del código de ética pública 
correspondiente. 
  
El Servicio Civil (SC) y el Programa de las Nacio-
nes Unidas (PNUD) firmaron el convenio de cola-
boración del proyecto “Diseño e implementación 
de medidas de probidad y transparencia en los ser-
vicios públicos”. Asesoraron de manera técnica 
aproximadamente a 1.000 representantes de  insti-
tuciones públicas, por medio de capacitaciones, 
con la finalidad de orientarlos en la metodología 
participativa para la realización del diagnóstico de 
vulnerabilidades éticas y de probidad de la institu-
ción y para la elaboración de su código de ética y 
el plan de difusión interna del mismo.  
 
Esta etapa releva la construcción y el trabajo parti-
cipativo realizado por las instituciones convoca-
das, enmarcado dentro del avance en materias de 
probidad y transparencia pública y en el contexto 
del Instructivo Presidencial sobre Códigos de ética, 
fundando el posicionamiento de  materias de pro-
bidad y transparencia en el Estado, reforzando el 
inicio del sistema de integridad, a través de la im-
plementación los códigos de ética pública y el 
desarrollo de su estructura en las instituciones.  
 
Chile es uno de los primeros países en generar una 
implementación transversal en temas de probidad, 
como un instrumento preventivo que se incluye en 
la cultura organizacional de cada institución, sien-
do impulso para el desarrollo del Sistema de Inte-
gridad Pública. 
 
Se han perfeccionado la Ley N° 18.834 sobre Esta-
tuto Administrativo, la Ley N°18.575 de Bases 
Generales de la Administración del Estado, y se ha 
dictado la Ley N°20.285 sobre Acceso a la Infor-
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mación Pública, la Ley N°20.730 sobre Lobby y 
las Gestiones que Representen Intereses Particula-
res ante Autoridades y Funcionarios; la Ley N°
18.886 de Bases sobre Contratos Administrativos 
de Suministro y Prestación de Servicios; la Ley N°
19.880 que Establece la Bases de los Procedimien-
tos Administrativos que Rigen los Actos de los 
Órganos de la Administración del Estado; la Ley 
N°20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciu-
dadana en la Gestión Pública, que establece: 
“promueve la integridad, la honestidad y la respon-
sabilidad de los funcionarios/as públicos por me-
dio de códigos y normas éticas. También establece 
la implementación de medidas y sistemas para fa-
cilitar que los funcionarios/as públicos denuncien 
todo acto de corrupción cuando tengan conoci-
miento de ello en el ejercicio de sus funciones, y 
que se adopten medidas disciplinarias o de otra 
índole contra todo funcionario público que trans-
greda las reglas establecidas” (Artículo 8) .   
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La Administración Pública en la actualidad está 
caracterizada por un amplio espectro de condicio-
nantes alineadas con el Estado del siglo XXI; la 
consolidación del Estado debe darse con base en 
las cláusulas social, democrática, de derecho y de 
justicia y el constitucionalismo moderno, contexto 
en el cual adquieren mayor fuerza los principios de 
legalidad e igualdad, así como los derechos funda-
mentales y las garantías que los acompañan. En 
este escenario es importante no perder de vista el 
nuevo rol que corresponde jugar a los ciudadanos 
y ciudadanas en su relación con el Estado y sus 
instituciones.  
 
Todo esto ha implicado una mutación importante 
en el significado de bienestar social, el cual en la 
actualidad no solo implica la protección y entrega 
de servicios públicos oportunos y de calidad a la 
gente, sino además el desarrollo humano integral. 
A esto hay que agregar la aprobación de los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y la Agenda 
2030 en el seno de la Organización de las Nacio-
nes Unidas (ONU), los cuales obligan a la elimina-
ción de la pobreza, la reducción de la desigualdad, 
la efectividad en la lucha por la seguridad ciudada-
na, la reversión de los efectos del cambio climáti-
co, la construcción de instituciones sólidas y efica-
ces, entre otros. 
 
Es por ello, que se precisa de una redefinición del 
rol de la Administración Pública, en tanto es la res-
ponsable de materializar el desarrollo de los pue-

blos, por lo que más que nunca debe estar someti-
da al interés general, al Derecho y a la eficiencia. 
Esto conmina acometer profundos procesos de re-
forma y modernización con la mirada puesta en la 
transformación del Estado y la Administración Pú-
blica, procurando con ello adaptar las instituciones 
a las exigencias del presente y proyectarlas en el 
futuro con un enfoque de prospectiva, que permi-
tan encarar con éxito los desafíos acumulados y los 
que surgen y crecen cada día poniendo en tela de 
juicio la eficiencia y la legitimidad del sector pú-
blico. 
 
En el Centro Latinoamericano de Administración 
para el Desarrollo (CLAD) somos conscientes de 
que los procesos de reforma y modernización de-
ben apuntar a la construcción de un modelo de ges-
tión pública en sintonía con los ODS y las deman-
das de la ciudadanía, y que tome en cuenta la reali-
dad concreta de cada país, con base en las tenden-
cias vigentes; por ello se debe seguir profundizan-
do en la profesionalización de la función pública 
repensando el sistema de carrera administrativa, 
colocando en primer plano a los ciudadanos y 
aportando a la definición de un nuevo perfil de ser-
vidor público, en atención no solo al mérito que 
deriva de la capacidad y la honestidad, sino tam-
bién del compromiso social y de la responsabili-
dad. Es preciso que se enfatice en el despliegue de 
los procesos científicos de gestión de personas con 
criterio sistémico, importantizandola gestión por 
competencias, la formación y capacitación de los 

DESAFÍOS DE LA GESTIÓN PÚBLICA EN EL SIGLO XXI 

Por: Gregorio Montero 
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trabajadores públicos, la gestión del conocimiento 
y la evaluación de resultados, como condicionantes 
de la estabilidad y el crecimiento laboral. 
 
El referido modelo de gestión pública debe además 
incorporar los enfoques de gestión de calidad y 
excelencia, los que aportan criterios organizativos 
y probados instrumentos de evaluación institucio-
nal y mejora continua y de innovación en la esfera 
estatal; también debe fundamentarse en los princi-
pios del buen gobierno y la buena administración, 
reconociendo el trato digno que deben recibir los 
ciudadanos en su relación con las instituciones y la 
agilización de los trámites administrativos. En es-
tos enfoques encontramos sin duda condicionantes 
de la gobernabilidad democrática. 
 
La estrategia de gobierno abierto debe estar pre-
sente, con una perspectiva de Estado abierto, para 
reconocer la transparencia y la rendición de cuen-
tas como elementos centrales de una gestión públi-
ca sometida no solo a los controles legal, adminis-
trativo-financiero y jurisdiccional, sino también al 
control social, basado en el acceso sin cortapisas 
de la ciudadanía a la información pública y en su 
corolario, el derecho a saber que tienen los ciuda-
danos, en una lógica de datos abiertos. También 
permite reconocer en la participación ciudadana, 
en tanto derecho y deber, un instrumento vital para 
la concreción de la democracia del siglo XXI, la 
participativa, y la legitimación de la actuación gu-
bernamental, a partir del involucramiento de la 
gente en los temas de gestión en entornos colabo-
rativos.   
 
Los pilares que sustentan el gobierno abierto pro-
pician el entendimiento de la tecnología de la in-
formación como una herramienta determinante pa-
ra la concreción del verdadero gobierno electróni-
co, aquel que, bajo criterios de interoperabilidad, 
agregue valor público y sirva  para hacer más feli-
ces a los ciudadanos, facilitando su acceso a los 
servicios públicos y trámites. Juega también un rol 
importante la cooperación público-privada, bajo el 
conocimiento de que la Administración Pública, 
por sí sola no puede acometer con éxito la comple-
ja tarea del desarrollo sostenible, pero también ba-
jo el reconocimiento y el respeto mutuo de los ro-
les de cada sector, público y privado.  

Cabe agregar que el CLAD, así lo pone de mani-

fiesto en su Carta que contiene la materia, ha tras-
cendido de la concepción de gobierno abierto a la 
de Estado abierto, procurando que el enfoque abar-
que a todos los poderes y órganos del Estado, Eje-
cutivo, Parlamento, Justicia, etc., y a los gobiernos 
sub-nacionales, así como a todas las instituciones 
que reciben fondos públicos, incluidas las organi-
zaciones de la sociedad civil y las empresas priva-
das; pues los principios del gobierno abierto deben 
ser observados por la sociedad en su conjunto. 
 
En otro orden, entendemos vital incluir en el mo-
delo de gestión una estrategia Ética que contenga 
valores, principios y acciones concretas que de 
manera transversal permeen las estructuras de las 
instituciones estatales, y pueda ser medida su efi-
cacia; se trata de crear e institucionalizar una cul-
tura ética. Esto, ante las evidentes derrotas que han 
sufrido nuestras administraciones en la lucha con-
tra la corrupción y ante la ostensible realidad de 
que el éxito en los ODS pasa necesariamente por la 
erradicación de este flagelo, instituyendo un mode-
lo de gestión pública que sin ambages esté funda-
mentado en valores.  
  
No tenemos la menor duda respecto de que el esce-
nario descrito coloca serios desafíos al sector pú-
blico que impactan en la gestión y en el modelo 
que se asuma. En este orden cabe destacar la mate-
rialización de adecuadas reformas políticas, jurídi-
cas, institucionales y administrativas que consoli-
den el Estado y la Administración Pública e impri-
man nuevas lógicas de actuación a los órganos es-
tatales; también, la construcción de un modelo de 
gestión pública pertinente a los ODS y a la Agenda 
20-30, con un enfoque de ciudadanía, con base en 
el diseño y ejecución de políticas públicas inclusi-
vas, y operado por un nuevo servidor que trascien-
da al del siglo XX, y asuma como un deber, entre 
otras cosas, la lucha frontal contra la corrupción 
administrativa.  
 
Otros retos están asociados a la necesidad de crear 
valor público que impacte en el bienestar de la 
gente, como forma de generar confianza y credibi-
lidad en las instituciones y los funcionarios, por 
ello hace falta alineamiento del discurso político 
con la praxis administrativa, fortalecer y desarro-
llar el liderazgo político y gerencial en las institu-
ciones públicas y combatir de forma efectiva la 
prepotencia de muchos funcionarios, los cuales 
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con sus comportamientos y acciones generan grie-
tas insalvables entre Estado y ciudadanía. 
 
La producción de conocimientos y debates científi-
cos y técnicos, útiles a la gestión pública se erige 
en una necesidad inocultable, todos sabemos de la 
escasez de investigación que existe en la materia 
en nuestra región, aunque hay que reconocer los 
grandes avances que se han experimentado en los 
últimos tiempos en lo que a formación y capacita-
ción de servidores públicos respecta. De ahí la 
obligación de propiciar y mantener el acercamien-
to entre Estado y academia, sobre la base del rol 
que le corresponde a cada quien, la universidad, 
con sentido crítico, produciendo conocimientos, 
métodos de trabajo, asesoría, etc., y el Estado ha-
ciendo uso de ellos para llevar a cabo sus estrate-
gias de desarrollo, tanto en el plan nacional como 
en los planes institucionales, siempre en la direc-
ción de producir valor público para el desarrollo 
humano integral o sostenible.  
 
El desarrollo solo se logra si somos capaces de en-
tender y actuar en función de los requerimientos de  
la gestión pública del siglo XXI. 
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Cada día que amanece en Panamá, despertamos 
con el interés de conocer sí los problemas econó-
micos, sociales, políticos,  entre otros,  han sido 
resueltos por la Administración Pública; sin em-
bargo,  ha sido  tan común los escándalos por co-
rrupción en todos los niveles,  en los medios de 
comunicaciones nacionales e inclusive en las esfe-
ras  internacionales. El país está atravesando una 
crisis por la falta de ética y de valores. La carencia  
de estos conocimientos y fundamento, ofrece la 
oportunidad para reflexionar,  y poder entrar en un 
análisis profundo para saber ¿qué  sociedad es la  
que queremos?  

En nuestra sociedad actual  la definición de ética, 
puede tener significado diferentes. De manera sim-
ple, el comportamiento ético, es saber lo que es 
correcto. Pero lo difícil reside en definir               
“lo correcto”, en nuestra sociedad con diferentes 
individuos, ideas, culturas y religiones por mencio-
nar.  Es más, algunas personas piensan que la ética 
y la moral son iguales. La palabra ética viene del 
griego ethos que se refiere al “comportamiento, al 
desempeño habitual o estable de las personas, de 
manera que en la vida en sociedad, esos desempe-
ños tienen necesariamente relación o afectan  la 
vida y las aspiraciones de otros. Son pues, las con-
diciones de la convivencia social, buena o mala, 
aceptable o inaceptable que interesan a la Ética en 
tanto que resultan de comportamientos buenos o 
malos, aceptables o no, de personas que son nece-

sariamente autónomas y responsables, aunque no 
lo sean en plenitud” (Vega, y otros, 2009). La mo-
ral es todo el conglomerado de creencias, aptitu-
des, opiniones y costumbres presentadas en forma 
de leyes y normas que puede tener una persona en 
la sociedad. “En este orden de ideas, la ética es un 
esfuerzo de reflexión sobre el comportamiento hu-
mano que nos educa y ayuda a tomar decisiones 
racionales, y en sentido fuerte, decisiones que es-
tán precedidas de deliberación; las acciones huma-
nas no son, normalmente, exabruptos o actos no 
pensados y aún más; es en este sentido que la ética 
nos ayuda a formar decisiones racionales (Giusti, y 
otros, 2007, p. 35).  

Liderazgo Ético 

“Los líderes éticos deben actuar y tomar decisiones 
éticamente, como personas éticas” en una socie-
dad. Pero también, “los líderes éticos deben liderar 
éticamente, desde la manera en que tratan a las 
personas a diario, en sus actitudes, como en las 
direcciones en que  conducen  a sus organizaciones 
o instituciones, y sus iniciativas. 

El liderazgo ético, podemos identificarlo como la 
manera que el líder trabaja,  y el  trato con los de-
más, su comportamiento público en sus declaracio-
nes y en sus acciones; también lo vemos, en los 
aspectos de la personalidad del líder, en su proceso 
de toma de decisiones, en su modo de pensar, en 
sus valores y principios a los que recurre, y en su 

TOMA DE DECISIONES CON FUNDAMENTO EN UN LIDERAZGO ÉTICO 

Por:  Tomás Díaz   
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valor al tomar decisiones éticas en situaciones difí-
ciles” (Phil, 2016).  

Es importante resaltar, que los líderes éticos siem-
pre mantienen una conducta ética, en todo momen-
to y lugar, aunque nadie los vea y mantienen su 
ética a través del tiempo como parte integral para 
relacionarse con su entorno.  

A parte de  lo expuesto en los párrafos anteriores,  
se confirma que   lo ideal es  tener raíces sólidas de  
un “liderazgo ético”,  y nos preguntamos: ¿cómo 
ejercer el liderazgo ético? No necesariamente al-
guien  tiene que ocupar un cargo de jerarquía para 
desarrollar un “liderazgo ético”; puedes ser líder 
en la empresa,  comunidad, en la escuela, es decir, 
en diversas áreas de nuestro diario vivir. “Algunos 
componentes para ejercer un liderazgo ético en el 
escrito “notas sobre el liderazgo” está basado en: 

 La capacidad de dejar de lado el ego y los in-
tereses personales en beneficio de la causa que 
se apoya, la organización que se lidera, las ne-
cesidades de las personas a las que se sirve o el 
bien común de la comunidad o el mundo; 

 El deseo de alentar y recibir comentarios serios 
y diferentes opiniones y que se desafíen las 
ideas propias y las acciones propuestas; 

 Estimular el liderazgo en otros; 

 Hacer que la consideración y la discusión de la 
ética y las preguntas y los problemas éticos sean 
parte de la cultura del grupo, organización o ini-
ciativa; 

 Mantener y expandir la competencia que se le 
debe a quienes confiaron en el líder para llevar 
la organización en la dirección correcta y con 
los métodos efectivos; 

 Aceptar las responsabilidades y hacerse respon-
sable; 

 Y lo más importante, es entender el poder del 
liderazgo y usarlo bien, compartir tanto como 
sea posible, nunca abusar y ejercerlo sólo cuan-
do sea beneficioso para los individuos o la orga-
nización con la que se trabaja, la comunidad o 
la sociedad” (Phil, 2016).  

A pesar que en nuestro país, los servidores públi-
cos  contamos con un Código de Ética de los servi-
dores públicos, podemos observar que los Admi-
nistradores de manera general, no ofrecen a la so-
ciedad los mejores ejemplos, objetivo que no hace 
la diferencia. A través de la reactivación de la Red 
Interinstitucional de Ética Pública –RIEP, podre-
mos  contribuir con los cambios y reafirmar la base 
ética y valores que carece nuestras instituciones. 
La RIEP está conformada por un representante de 
cada institución y un suplente; y su vez cada insti-
tución contará con un comité. A través de esta red 
interinstitucional,  se desarrollarán programas de 
formación ética, espacios de reflexión, talleres y 
otras actividades para promocionar buenas prácti-
cas corporativas en su lugar de trabajo. A través de 
esta  red  cada institución aportará su granito de 
arena,  en nuestra  sociedad que a gritos reclama,  
mejores días. 
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EL SENTIR DE LA ÉTICA: CONSTRUYENDO CONFIANZA 

 

Primer taller de trabajo de la red interinstitu-
cional de ética pública. 
 
El Dr. Rigoberto González Montenegro, Procura-
dor de la Administración, señaló que necesitamos 
analizar nuestras acciones éticas frente a la res-
ponsabilidad y el poder que conlleva ser servido-
res públicos.  
 
Participaron un total de 48 instituciones pública, 
con la asistencia de 62 funcionarios, quienes tra-
bajaron en las líneas y metodología de las accio-
nes que serán desarrolladas por los miembros de 
la RIEP. Se logró la descripción de las fortalezas, 
que la misma tiene metas claras definidas dentro 
de un plan de trabajo sostenible. 
 
Dentro de las líneas de trabajo: Fortalecimiento 
de los comités de Integridad y Ética Pública, For-
talecimiento de una Cultura Investigativa en la 
Administración Pública, Identidad y Pertenencia 
Institucional, Promover la Implementación conti-
nua y permanente del Código Uniforme de Ética 
de los Servidores Públicos, Fortalecimiento de las 
Competencias y Construcción del Conocimientos, 
Inclusión e Igualdad de  Oportunidades. 

Construyendo mi futuro, grabación del sketch 
con SERTV. 
 
Los estudiantes de la escuela Marie Poussean par-
ticipan de la grabación del sketch “construyendo 
mi futuro”, es una muestra de que somos los adul-
tos los completos responsables de nuestras accio-
nes, y que con respeto y buen sentido podemos 
hacer la diferencia. 
La idea original del sketch Thaiska Tuñón y como 
guionista Joell Degracia; producción María Pitti 
(SERTV); los estudiantes que actuaron: Eduardo 
Sánchez, Nauredis Castillo, Yarielis Sánchez, Ed-
gar Zúñiga, Obeth Durango, Yariseth Fuente, An-
drea Aguilar. 

Procurador de la Administración, inaugura el taller 

Servidores públicos de diversas instituciones 

Principales actores del Sketch 
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 Capacitando a los servidores públicos en diversos 
temas  como la ética pública y la administración 
pública en valores.  
 

El Departamento de Ética y Gestión Pública  pro-
mueve la formación continua de los servidores públi-
cos para fortalecer sus competencias (conceptuales, 
procedimentales y actitudinales) en temas como Có-
digo Uniforme de Ética de los Servidores Públicos, 
Buenas Prácticas en la Administración Pública, Prin-
cipios y Valores del Servidor Público, Ética Pública 
desde una perspectiva de género, Ética del Servidor 
Público y Responsabilidad Patrimonial.  Beneficián-
dose a 308 personas de diversas instituciones del Es-
tado. 

 
Juntos somos la red interinstitucional de ética           

pública.  
 
Funcionarios de diversas instituciones se toman la 
foto promocional de la RIEP. Esta iniciativa se suma 
a las diversas actividades programadas para fortalecer 
y definir el camino de las actuaciones presentes y fu-
turas de los servidores públicos.     La responsabilidad 
de una cultura ética en el Estado Panameño, proyecta 
en sus ciudadanos paz y bienestar; nos involucra a 
todos. 
 

Se consciente y capaz de sumarte a este movimiento.   

Seminario-Taller: Código Uniforme de Ética de los Servidores 
Públicos, Primer ingreso-Sume 911. 

Seminario-Taller: Principios y Valores de los Servidores Pú-
blicos, Ministerio de Comercio Industria. 

Seminario-Taller: Buenas Prácticas en la Administración Pú-
blica, participaron diferentes instituciones del Estado. 

Representantes de diversas instituciones integrados a la Red 

Próximas actividades:  
 

 Conferencia Internacional: Desafíos de la nueva gestión pública del Siglo XXI, Doctor  Gregor io Montero (Secretar io General 
del CLAD) 

 Relanzamiento de la REIEP: “Importancia de la Ética y el fortalecimiento de los valores en la Administración Pública”, invitada 
especial, Doctora Daniella Carrizo (Encargada de la implementación del Código de Ética-Gobierno de Chile) 

 Diplomado: Almacén, Bienes Patr imoniales y Control Interno en las Instituciones Públicas, Facilitadoras: Gladys Lu y Girelia 
Rodríguez. 



Página 17 

 

Procuraduría de la Administración, recibe Có-
digo Uniforme de Ética de los servidores públi-
cos transcrito al sistema Braille 
 

La Dra.  Maruja G. de Villalobos entregó el Código 
Uniforme de Ética de los Servidores Públicos , 
transcrito al sistema <Braille>, a  Thaiska T. Tuñón 
Solano (Jefa del Departamento de Ética y Gestión 
Pública);  esta iniciativa es uno de los resultados 
establecidos en el primer taller de construcción del 
plan de acción de la Red Interinstitucional de Ética 
Pública. 
Con esta iniciativa la Procuraduría de la Adminis-
tración y el Instituto Panameño de Habilitación Es-
pecial, brindan el  acceso a la información conteni-
da en el Código Uniforme de Ética  a las personas 
con discapacidad visual; cumpliendo así, lo esta-
blecido en la Ley 25 del 10 de julio del 2007 sobre 
la Convención de los Derechos de la Persona con 
Discapacidad de las naciones unidas en su: Artículo 
21, estableciendo la “Libertad de expresión y de opi-
nión y acceso a la información . 

 

Como mi primer día, grabación de la campaña 
de la RIEP. 
 
Enlaces de la Red Interinstitucional de Ética Públi-
ca (RIEP) participan de la grabación de la cápsula 
de campaña ¡Como mi primer día! 
Idea original Thaiska Tuñón y como guionista Joell 
Degracia; producción María Pitti (SERTV); los 
funcionarios que actuaron: Yanis Rodríguez, José 
Audía,  Edgar Aparicio, Homero Sealy, Joell De-
gracia, Sonia Rodríguez, Raúl Echeverría y Nuvia 
Jiménez.     

Principales actores del Sketch 

Código Uniforme de Ética de los Servidores Públicos en Bri-
lle, manos  de Jorge Guerra, dando lectura de un artículo. 

Equipo de trabajo del Instituto de Habilitación Especial 
(IPHE). 

Principales gestores del documento en Braille; licenciado 
Héctor Mendoza (Coordinador del Centro Luis Braille), licen-
ciada Kathia Martínez (enlace de la Red) y al licenciado Jor-
ge Guerra (Técnico en producción de libros en formato brai-

http://www.procuraduria-admon.gob.pa/?p=12901
http://www.procuraduria-admon.gob.pa/?p=12901
http://www.procuraduria-admon.gob.pa/?p=12901
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Material Promocional de la RIEP 
 
 
Con miras a promover en los servidores públicos y la ciudadanía en general una campaña de concientización  
a través de afiches con mensajes reflexivos que fortalezcan  una cultura ética y de buenas prácticas en cual-
quier esfera de  la vida diaria del ser humano; se entregaron a nivel organizacional 8 modelos de afiches im-
presos y en formato digital, para su divulgación en áreas estratégicas  dentro de la entidad y a través de las 
redes sociales disponibles. 
 
Los valores son parte de la vida del ser humano; ponerlos en práctica en cada una de nuestras actuaciones 
diarias, nos permitirá construir nuestra propia identidad y por ende, un mejor país.  
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